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«No sabes lo fuerte que eres, hasta que ser 
fuerte es la única opción que te queda»

Bob Marley
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Las mujeres como fuerza motriz de la 
recuperación económica y la resiliencia 
durante la pandemia de Covid-19 y 
después de esta

La pandemia de COVID-19 ha desencadenado una recesión global masiva, 
con un crecimiento previsto de la economía mundial del -4,9% para 2020. 
Según las estimaciones, las pérdidas en horas de trabajo llegarán al 14% en 
todo el mundo en el segundo trimestre de 2020, lo que equivale a 400 millones 
de puestos de trabajo de jornada completa.
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Las economías del G20 han introducido un paquete de apoyo de choque de 
9 billones de dólares con el ánimo de proteger a los hogares y las empresas y 
facilitar la recuperación. Es crucial que estos esfuerzos sustanciales tengan en 
cuenta las funciones, contribuciones y restricciones económicas específicas 
de las mujeres, y que aprovechen al máximo esta oportunidad para situar 
a las mujeres en el centro del diseño de las inversiones en aras de una 
recuperación sostenible.

Unos 527 millones de mujeres trabajan en los cuatro 
sectores más afectados, a saber: los servicios de 
alojamiento y alimentación; las actividades inmobiliarias, 
empresariales y administrativas; la manufactura; y el 
comercio mayorista y minorista, que no son adecuados 
para el trabajo a distancia. Esto representa el 41% del 
empleo femenino total frente al 35% del empleo masculino 
total. De los 740 millones de mujeres que trabajan en la 
economía informal, un 42% pertenece a estos sectores, 
frente al 32% de hombres. Las mujeres representan el 70% 
del personal sanitario mundial, y se encuentran en primera 
línea de la respuesta. Las trabajadoras, que ya soportan 
desventajas del mercado relacionadas con el género, 
se han visto afectadas de manera desproporcionada 
por situaciones de pérdida de empleo, reducción de 
horas de trabajo y quiebra. Además, han aumentado los 
riesgos para la salud que afrontan las trabajadoras y los 
trabajadores sanitarios, así como el trabajo de cuidados 
remunerado y no remunerado, y la violencia contra las 
mujeres a raíz de COVID-19 y los confinamientos.

La contribución de las mujeres al producto interno bruto 
(PIB) mundial es del 37%. Asimismo, todos los tipos de 
trabajo de cuidados que realizan las mujeres, incluido el 
no remunerado, generan 11 billones de dólares en todo el 
mundo (9% del PIB mundial). El aprovechamiento de todo 
el potencial de las mujeres es crucial para la recuperación 

económica. Sin embargo, falta claridad respecto a la parte 
de los paquetes económicos significativos del G20 (o de 
países ajenos a este) que se ha invertido en las prioridades 
de las mujeres, pese a las pruebas de que han sufrido en 
mayor medida el impacto socioeconómico de COVID-19.

La crisis agravará las pérdidas económicas, incluida la de 
160 billones de dólares de riqueza global derivada de la 
brecha salarial por razón de género. Si la reducción del 
margen fiscal de los países del Sur Global da pie a recortes 
del gasto en los servicios públicos, también repercutirán 
gravemente en las mujeres y niñas pobres.

La expansión deliberada del margen fiscal que reconoce 
e invierte en las prioridades específicas de las mujeres 
debe ocupar un lugar central en el diseño de los paquetes 
de recuperación. Favorecer el potencial de las mujeres 
de manera plena e igualitaria con los hombres promueve 
el crecimiento sostenible, equilibrado e inclusivo; mejora 
la representación de las mujeres en las instituciones y 
los resultados de desarrollo intergeneracionales; y, en 
consecuencia, además amortigua los efectos de las crisis. 
Esto asegurará una RECONSTRUCCIÓN MEJOR después 
de COVID-19 y el cumplimiento de los compromisos 
asumidos por el G20 en materia de igualdad de género, 
aceleración de la implementación de la Plataforma de 
Acción de Beijing, y consecución de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030.

Las organizaciones signatarias, ONU Mujeres y W20, 
instan a los Ministros de Finanzas y los Gobernadores de 
los Bancos Centrales del Grupo de los G20 a que lideren 
y coordinen iniciativas mundiales orientadas a promover:
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Los exámenes con perspectiva de género de los efectos de la crisis, los paquetes de recuperación y los 
planes en todo el mundo, con atención especial a las mujeres y niñas más afectadas, a fin de orientar las 
prioridades de la inversión.

El mayor margen fiscal para los países del Sur Global, por ejemplo, a través de medidas de alivio o cancelación 
de la deuda; aumento de su liquidez mundial mediante derechos especiales de giro; y políticas monetarias 
expansivas que impulsen la disponibilidad de crédito en, entre otros, los sectores específicos de las mujeres a 
través de garantías de crédito y otros instrumentos de préstamo.

Una mayor inversión en la presupuestación con perspectiva de género a escala mundial con vistas a garantizar 
que las políticas fiscales promuevan la igualdad de género en la recuperación a corto y largo plazo mediante leyes 
que la incorporen al diseño de las políticas fiscales y los procesos de gestión financiera y presupuestaria.
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Las organizaciones signatarias, ONU Mujeres y W20, instan a los Ministros de Finanzas y los Gobernadores de los 
Bancos Centrales del Grupo de los G20 a invertir en las prioridades inmediatas y a largo plazo de las mujeres:

Asegurar y mantener una asistencia social sólida (apoyo en efectivo o alimentos) y programas de seguro social 
(pensiones, salud y desempleo) dirigidos a los grupos vulnerables, incluidas todas las mujeres que trabajan en 
la economía informal y las que se encuentran fuera del mercado laboral.

Facilitar o ampliar la licencia parental remunerada, los servicios de guardería o las prestaciones a los progenitores 
que trabajan, en especial las mujeres excluidas, las trabajadoras y trabajadores de servicios esenciales, los 
teletrabajadores, y quienes realizan trabajos de cuidados no remunerados.

Invertir en infraestructura pública o social que tenga en cuenta el género, como los servicios de agua, 
saneamiento, energía, transporte y atención.

Sistemas de atención de la salud y servicios de violencia de género inclusivos, sostenibles y de calidad

Garantizar la seguridad física, emocional y socioeconómica de todas las trabajadoras sanitarias y cuidadoras.

Proporcionar servicios de salud materna, sexual y reproductiva, y de cuidado del VIH, especialmente a las 
mujeres más excluidas, en entornos donde las infecciones están controladas.

Designar la respuesta a la violencia contra las mujeres y las niñas como un servicio esencial a largo plazo.

Prestar servicios de prevención y protección, como de denuncia, refugio, salud y justicia acelerada para las 
sobrevivientes de la violencia de género.

Toma de decisiones y gobernanza inclusivas

Empleo e iniciativa empresarial sostenibles

Redes de protección social ampliadas y accesibles

Asegurar el liderazgo y la participación activa de las mujeres durante la respuesta a COVID-19 y después de 
esta.

Recopilar y difundir datos desglosados por sexo y estadísticas de género sobre la situación económica de las 
mujeres durante la pandemia de COVID-19 y después de esta.

Salvaguardar los puestos de trabajo de las mujeres y generar otros empleos nuevos, dignos y ecológicamente 
sostenibles para las mujeres, especialmente en la infraestructura pública y social.

Salvaguardar las microempresas y las empresas pequeñas y medianas, y asegurar su sostenibilidad mediante 
el acceso a tecnología, opciones de capacitación, mercados y financiación institucional innovadora.

FUENTE: ONU-Mujeres
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El País en el que las mujeres no pueden 
decir su nombre por miedo a represalias
En Afganistán, los miembros de la familia a menudo obligan a las mujeres 
a mantener su nombre en secreto. No se lo pueden decir ni siquiera a los 
médicos. Pero muchas mujeres han empezado a rebelarse contra esto.

Usar el nombre de una mujer en público está mal visto 
y puede ser considerado un insulto. Muchos hombres 
afganos son reacios a decir los nombres de sus hermanas, 
esposas o madres en público. Por lo general, a las mujeres 
sólo se las llama madre, hija o hermana del varón mayor 
de la familia, y la ley afgana dicta que en el certificado de 
nacimiento sólo debe figurar el nombre del padre.

Cuando nace una niña, toma mucho tiempo para que se 
le dé un nombre. Luego, cuando una mujer se casa, su 
nombre no aparece en sus invitaciones de boda. Cuando 
está enferma, su nombre no aparece en su receta, y 
cuando muere, su nombre no aparece en su certificado de 
defunción o incluso en su lápida.

Pero algunas mujeres afganas están haciendo campaña 
para usar sus nombres libremente, con el lema «Where’s 
my name?» (¿Dónde está mi nombre?) La campaña 

comenzó hace tres años cuando Laleh Osmany se dio 
cuenta de que estaba harta de que a las mujeres se les 
negara lo que ella pensaba que era un «derecho básico».

«La campaña se está acercando un paso más a su 
objetivo de persuadir al gobierno afgano para que registre 
el nombre de la madre en el certificado de nacimiento», 
dijo la Sra. Osmany, que tiene 28 años, en declaraciones 
a la BBC. 

La campaña parece haber dado un gran paso en las últimas 
semanas. Una fuente cercana al Presidente afgano Ashraf 
Ghani dijo que había dado instrucciones a la Autoridad 
Central de Registro Civil del Afganistán (Accra) para que 
estudiara la posibilidad de enmendar la Ley de registro de 
la población del país para permitir que las mujeres tuvieran 
sus nombres en las tarjetas de identidad y las partidas de 
nacimiento de sus hijos.

Fawzia Koofi, ex parlamentaria afgana y activista de los 
derechos de la mujer, dijo también a la BBC que acogía 

con satisfacción el avance, que «debería haber ocurrido 
hace muchos años».

«La cuestión de incluir el nombre de una mujer en el 
documento nacional de identidad en Afganistán no es una 
cuestión de derechos de la mujer, es un derecho legal, un 
derecho humano», dijo. «Cualquier individuo que exista en 
este mundo tiene que tener una identidad». Sin embargo, 
las activistas temen que sus esfuerzos puedan enfrentarse 
a una fuerte oposición de los miembros conservadores del 
parlamento, algunos de los cuales ya han expresado su 
desaprobación.

«Incluso si el parlamento aprueba la ley y el presidente 
Ghani emite un decreto presidencial que respalde la 
inclusión del nombre de la madre en los carnés de identidad, 
seguiremos luchando hasta que se elimine la vergüenza de 
los nombres de las mujeres», dijo.

FUENTE: Contrainformación.es
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Los cinco fallos del sistema que dan 
impunidad a la violencia machista

La Fiscalía denuncia en su memoria anual cómo las carencias en la valoración 
del riesgo, los fallos en la protección de las denunciantes, la rémora de la 
dispensa de testificar contra familiares, la imposibilidad legal de considerar 
agresiones de género las de parejas esporádicas y el silencio de los familiares 
dificultan la persecución de los maltratadores.

El sistema de lucha contra la violencia machista sigue 
teniendo lagunas y fallos, tanto en la persecución de los 
maltratadores como en la protección de las víctimas, 
y la Fiscalía General del Estado ha puesto de manifiesto 
varias de ellas, relacionadas con la Administración de 
Justicia y la normativa legal, y también con usos sociales, 
en su última Memoria Anual, difundida recientemente, en 
la que recoge la presentación de 168.057 denuncias por 
este tipo de delincuencia, lo que arroja un estremecedor 
promedio de 460 diarias, una cada poco más de tres 
minutos. 

La cifra es superior a la de diligencias previas incoadas 
por las distintas fiscalías, que fue de 140.173, con 138.630 
por delitos y 1.543 por infracciones leves (antiguas faltas), 
por tratarse de registros distintos, aunque ambas permiten 
hacerse una idea de la intensidad de la lacra, cuyo leve 
incremento (+0,66%) frente al año pasado considera el 
ministerio público “un dato positivo que permite concluir 
que se ha acudido más veces al sistema judicial 
porque se confía más” en él. 

Esa mayor confianza no enmascara, sin embargo, las 
lagunas de ese mismo sistema, entre las que la Fiscalía 
destaca la figura de la “dispensa”, la necesidad de 
cuya reforma califica de “urgente” por suponer un 
“elemento perturbador” que impide “en muchos casos” 
materializar “uno de los pilares en la lucha contra esta 
lacra” como el ámbito punitivo.

La “dispensa” deja sin testigo de cargo más de 17.000 
agresiones

Cuando la propia víctima renuncia a la protección

La dispensa permite a cualquier testigo decidir si declara 
o no contra un pariente de hasta segundo grado, algo que 
“pervierte” el tratamiento jurídico de la violencia de 
género y que “puede ser otro elemento de presión sobre 
una víctima tan vulnerable”, señala la Fiscalía, que anota 
que el uso de esta figura “provoca no solo sensación social 
de impunidad; también el desánimo de los operadores 
jurídicos en general y de los fiscales en particular”, ya que 
suele derivar en el archivo de la causa. 

El año pasado se acogieron a ella 17.205 mujeres, lo 
que supone que el 10,66% de los casos se quedó sin 
el principal testigo de cargo, ya fuera por dependencia 
económica, por presión de los hijos, por amenazas del 
denunciado o por otros motivos, como la ambigüedad de 
los sentimientos hacia el agresor.

“Eso proviene de la época napoleónica y tiene que 
eliminarse”, indica Ana María Pérez del Campo, presidenta 
de Separadas y Divorciadas, para quien su aplicación en 
los tribunales equivale “a animar a alguien a no cumplir el 
deber de denunciar un delito”.

“Ofrecer la dispensa en un juicio supone una perversión”, 
anota Altamira Gonzalo, de la Asociación de Mujeres 
Juristas Themis. “Eso estaba pensado para proteger al 
testigo en otro tipo de asuntos, como los accidentes de 
tráfico, pero en los de violencia de género se convierte en 
un privilegio para el delincuente ¿A quién favorece la 
retirada del principal testigo de cargo?”, plantea.

Otra de las averías del sistema está en la protección de 
las denunciantes. Quince de las 59 víctimas mortales de 
la violencia machista registradas el año pasado en España 
(este año van 35), una de cada cuatro, habían presentado 

https://www.fiscal.es/documents/20142/ebc7f294-b4d8-6ca4-c7c0-3a95c371e94f
https://www.separadasydivorciadas.org/
https://www.mujeresjuristasthemis.org/
https://www.mujeresjuristasthemis.org/
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denuncias, lo que ha llevado a la Fiscalía a estudiar uno 
por uno los casos “para de esa forma conocer dónde se 
ha podido fallar o cómo se puede mejorar el objetivo de 
proteger a la víctima de una forma efectiva, sin perder 
de vista que la denuncia puede en ocasiones ser un 
factor que aumente la agresividad del maltratador y, 
por tanto, un elemento que eleve el nivel de riesgo”.

Seis de las quince carecían de medidas de protección 
al haberse archivado sus casos por negarse a declarar 
contra sus agresores o haberse acogido a la dispensa, 
otra las perdió al resultar absuelto su inminente asesino, 
en una ocasión el sospechoso no llegó a ser localizado 
antes de que, al enterarse de la denuncia, acabara con la 
vida de su expareja, y en otros dos casos no existían ya 
porque el maltratador había cumplido la sentencia de la 
que se derivaban.

Las otras cinco murieron con “medidas protectoras 
vigentes” que los asesinos quebrantaron, aunque en 

ninguno de esos casos se aplicaron medidas de control 
telemático, que sí se pusieron en práctica en 1.577 
procedimientos.

Este cuadro “refleja la complejidad de esta violencia 
caracterizada por la dominación y la fuerte vinculación 
afectiva” entre víctima y agresor, que a menudo 
provoca la vulnerabilidad de las primeras y una tendencia 
a “minimizar las agresiones o a no ser conscientes de la 
gravedad del riesgo que existe en caso de regresar con 
él”, concluye la Fiscalía, que aboga por dar a las víctimas 
“atención, apoyo y asistencia por personal cualificado y 
especializado desde el primer momento y durante todo el 
procedimiento”.

Se trata, añade, de “no perder a la víctima y allanar su 
tránsito por el proceso” para “reafirmar su decisión”, 
“afianzar su confianza” y “conseguir su total recuperación”, 
incluso, “con independencia del curso que siga la causa 
penal” y “máxime cuando existen hijos menores”.

Otro de los aspectos que fallan en el sistema se encuentra 
en los entornos de las víctimas, en sus parientes y 
amigos, en los que la Fiscalía aprecia “una falta de 
implicación”, ya que “del total de las denuncias, solo se 
presentaron por parte de familiares el 0,57 % y ello pese 
que sabemos que el 81 % de las víctimas reconocieron 
que habían contado su situación alguna vez a familiares y 
personas de su entorno”, señala la memoria, que también 
destaca “el escaso porcentaje de denuncias efectuadas 
por servicios asistenciales”, el cual, “al margen de la 
emisión del parte de lesiones, solo alcanza el 2,74%” del 
total (apenas 4.600) tras caer a poco más de la mitad en 
un año.

El silencio de los entornos y las nuevas relaciones

Diligencias previas incoadas por las fiscalías sobre vioencia machista
Variación entre 2018 y 2019, en porcentaje. FUENTE: Fiscalía General del Estado.

La cuarta laguna se encuentra en la propia normativa legal 
o, más concretamente, en el desfase entre su contenido 
y la evolución de la sociedad, en este caso en el ámbito 
tecnológico, cuyo desarrollo ha llevado a la aparición de 
“múltiples y variadas situaciones de dominio, control y 
maltrato psicológico y físico del varón sobre la mujer” que 
“difícilmente pueden incluirse en el concepto de relación 
afectiva que exige” el Código Penal.

En este sentido, la Fiscalía, que reclama “una inmediata 
acomodación a esta nueva realidad social” y la puesta en 
marcha de “sistemas eficaces de protección a las víctimas” 
como la retirada de contenidos y el bloqueo de webs, explica 
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cómo “las relaciones afectivas comienzan cada vez 
más precozmente sin convivencia y sin un proyecto 
en común” y cómo a menudo tienen un “desarrollo online 
de corta duración, pero gran intensidad”.

Y eso, por mucho que en ellas se produzcan agresiones, 
coacciones y otro tipo de ataques o que reproduzcan los 
“estereotipos e ideas sexistas que circulan por las redes”, 
impide que los tribunales puedan tratarlas como 
violencia de género, ya que no se trata de parejas 
formales.

“Eso se deriva de la Ley Integral, que deja fuera las 
parejas no estables”, explica Gonzalo, que apunta que la 
adhesión de España al Convenio de Estambul en 2014 
abre la puerta para “calificar como violencia contra la 
mujer otras formas de violencia contra la mujer, como 
las de carácter sexual también”. El proyecto de Ley de 
Libertades Sexuales, la del “solo sí es sí”, contempla esos 
contenidos.

El quinto fallo es de carácter administrativo: se encuentra 
en la escasez de medios, cuando no directamente de su 
inexistencia en varias zonas del país, de las UVFI, las 
Unidades de Valoración Forense Integral, cuyo cometido 
es estimar los riesgos que corren las denunciantes 
como base para adoptar medidas judiciales de protección, 
especialmente en los casos de violencia habitual.

El compromiso de crearlas en dos años, recogido en el 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género, “no se 
ha cumplido”, indica la Fiscalía, que anota cómo, con la 
excepción de Teruel, “donde se tarda una media de 15 días 
en emitirse informe de valoración integral, en la mayoría 
de las fiscalías [el plazo] oscila entre los dos meses de 
Zaragoza y Bizkaia, [y los] tres de Lugo, llegando a los 
cuatro meses en Gipuzkoa”.

“Aun reconociendo que desde las distintas administraciones 
competentes se están invirtiendo recursos en dotar a los 
juzgados de los instrumentos idóneos para ello, hay que 
insistir en su actual insuficiencia y en la necesidad de 
dotarlas de personal especializado”, señala la memoria, 
que recoge cómo en ámbitos judiciales “es pacífica la 
opinión de que carecen de personal suficiente para emitir 
sus informes en el razonable plazo que exige la instrucción 
procesal” y cómo en algunos casos, como en Málaga, “se 
ha recurrido a la externalización del servicio” para acabar 
convirtiéndolos en “instrumentos escasamente operativos” 
por “la falta de especialización del personal contratado y 
su fluctuación”.

“Muchas víctimas no son protegidas porque no son 
valoradas, y el tema de las valoraciones es un asunto 
económico, de dotación de medios”, explica Altamira 
Gonzalo, para quien “hay muchas averías en la lucha contra 
la violencia de género, y la mayoría son económicas”. 
Coincide con Pérez del Campo, que sostiene que “los 
recursos no son suficientes, se necesitan más”.

De esas cinco lagunas del sistema, la puesta en marcha de 
las UVFI es competencia de las comunidades autónomas, 
que llevan dos años recibiendo los cien millones anuales 
del Pacto de Estado y cuya primera entrega, la de 2018, 
eludió el Gobierno de Mariano Rajoy junto con otro 
paquete de veinte millones para los ayuntamientos antes 
de ser desalojado con la moción de censura.

Las siguientes transferencias, las de 2019 y 2020, sí 
se realizan, aunque en este ejercicio con un retraso de 
algunos meses en el arranque del año, coincidiendo con 
el inicio de la pandemia, según admite el Gobierno en 
dos respuestas parlamentarias al senador malagueño 
del PSOE Miguel Ángel Heredia. A esas partidas se 
les añaden otras que suman 9,5 millones más para el 
desarrollo de programas de atención personalizada, 
planes de asistencia social integral y para atención a las 
víctimas de agresiones sexuales.

El reparto sitúa, por este orden, a Andalucía, Catalunya 
y Madrid, con más de 15 millones, casi trece y en 
torno a 10,5, respectivamente, como las principales 
beneficiarias de los fondos pese a la inclusión de criterios 
como la dispersión territorial.

“Quienes defienden que no existe la violencia de género 
pretenden invisibilizar a las víctimas y las terribles 
consecuencias en las que éstas desarrollan su vida”, 
denuncia el senador, que apunta que “este discurso oculta 
que la violencia estructural contra las mujeres tiene su 
origen en la desigualdad y que el machismo apuntala esta 
violencia”.

Heredia critica el “discurso negacionista de la violencia 
de género” que formaciones como la ultraderechista 
Vox tratan de introducir en dos de esas comunidades, 
Andalucía y Madrid, donde la mayoría de los gobiernos 
autonómicos, de PP y C’s en ambos casos, depende de 
sus votos.

“Cuestionar la existencia de la violencia de género provoca 
que muchas mujeres tengan miedo a no ser creídas y 

“Hay víctimas sin proteger porque no se valoran”

El Gobierno transfiere otros 120 millones a 
comunidades y ayuntamientos
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dificulta que muchas de ellas puedan dar el primer paso para salir del círculo de la violencia”, añade Heredia, que 
sostiene que “España ha sido un país pionero” en la lucha contra esa lacra con un sistema jurídico y asistencial que 
“necesita medios suficientes para cumplir su objetivo, de ahí los recursos movilizados por el actual Gobierno”.

FUENTE: Diario Público

Más de la mitad de las mujeres 
españolas mayores de 16 años ha sufido 
violencia machista
Según la macroencuesta sobre violencia sobre las mujeres hecha pública 
el pasado día 10 de septiembre, un total de 11.688.411 de mujeres mayores 
de 16 años (un 57% del total) han sufrido a lo largo de su vida algún tipo de 
violencia por el hecho de ser mujeres.

Más de una de cada dos mujeres en nuestro país ha sufrido algún tipo de violencia por el hecho de ser mujer. 
Así lo afirma la Macroencuesta sobre Violencia contra la Mujer hecha por el Ministerio de Igualdad, cuyos datos fueron 
recogidos a lo largo del año pasado entre cerca de 10.000 mujeres mayores de 16 años residentes en nuestro país. 

Según el estudio, considerado como la operación estadística más relevante sobre este tipo de violencias que se 
realiza en España, un total de 11.688.411 de mujeres han sufrido algún tipo de agresión, lo que supone un 57,3% del 
total.

La encuesta, realizada a un total de 9.568 mujeres, desvela que una de cada cinco mujeres (un 19,8%) la ha sufrido 
en los últimos 12 meses, lo que supone que sólo a lo largo de los últimos años más de cuatro millones de mujeres 
mayores de 16 años se han visto sometidas a algún tipo de violencia machista.

1 de cada 2 mujeres ha sufrido violencia por ser mujer

Nos referimos a todas las violencias medidas en la encuesta, desde una mirada 
lasciva a una violación, violencias cotidianas que las mujeres experimentan.

1 de cada 5 (19,8%) la ha sufrido en los últimos 12 meses
4.048.273 mujeres de 16 o más años

57,3% 11.688.411 mujeres 
de 16 o más años

Principales resultados

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/macroencuesta2015/pdf/Principales_Resultados_Macroencuesta2019.pdf
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El estudio no sólo se centra en la violencia dentro de la pareja, sino que amplía el ámbito a un amplio espectro de 
violencias fuera de las relaciones afectivas, con un especial interés hacia el acoso sexual,  el stalking (la violencia 
repetida), la violencia sexual fuera de la pareja, así como preguntas para medir otros tipos de violencia como la 
psicológica y económica dentro de la pareja. 

Se trata de la primera vez que unan encuesta analiza de forman amplia las violencias fuera de la pareja. En la anterior 
macroencuesta llevada a cabo en 2015, ya se preguntó sobre violencia sexual fuera de la pareja, pero ahora el cuestionario 
es mucho más amplio. Esto, explican fuentes del Ministerio, cumple con los requisitos estadísticos del Convenio del 
Consejo de Europa, más conocido como Convenio de Estambul, que obliga a los Estados miembros a tener en cuenta 
todas las violencias que se ejercen contra las mujeres, así como cumplir con los mandatos del Pacto de Estado acordado 
en el Congreso en 2017.

Acceso al informe ejecutivo

Acceso a la macroencuesta completa

FUENTE: Delegación del Gobierno contra la Violencia de género / Diario Público.

Violencia de género en la adolescencia
Los adolescentes también reproducen la violencia de género en sus relaciones 
de pareja, pero a tenor de los resultados de una encuesta realizada a 10.465 
menores de entre 14 y 18 años, ellas perciben más esta violencia como 
víctimas, mientras que ellos admiten ejercerla en menor medida.

Así, según el estudio Menores y violencia de género presentado el jueves día 1 de octubre por la Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género, hay una brecha entre cómo perciben chicas y chicos el maltrato (en cualquiera de sus 
formas). Un informe que viene a completar la última Macroencuesta de Violencia contra la Mujer, publicada hace dos 
semanas.

El informe, que ha sido realizado por la Unidad de Psicología Preventiva de la Universidad Complutense de Madrid 
(UCM) y liderado por la investigadora María José Díaz-Aguado, es prolijo en datos: ahonda tanto en las formas en que la 
violencia de género se da en parejas adolescentes como en las justificaciones de la misma, pero también muestra cómo 
afecta esta violencia a los menores cuando estos conviven en un hogar donde un hombre maltrata a la madre.

Violencia en parejas adolescentes

Según los datos aportados por la encuesta, hay diferencias significativas sobre cómo perciben la violencia unas y otros. 
Ellas, preguntadas por las situaciones de maltrato que han experimentado alguna vez o más por parte de una pareja o 
expareja, reconocen haberla sufrido en mayor medida que lo que ellos reconocen haberla ejercido. Así, un 16,9% de las 
chicas encuestadas asegura haber sido insultada o ridiculizada (la forma más prevalente de violencia) frente a un 6,3% 
de chicos que se reconocen en este comportamiento.

Un 13,6% de ellas afirma que su novio o exnovio la ha controlado a través del móvil, mientras que para este ítem solo 
un 5,8% de los chicos dice haber ejercido esta conducta contra una novia o exnovia. El 10,9% de las chicas ha recibido 
presión para realizar actividades de tipo sexual no deseadas frente a un 3,1% de ellos que admite haber ejercido presión 
alguna vez o más.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/macroencuesta2015/pdf/Resumen_Ejectutivo_Macroencuesta2019.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/macroencuesta2015/pdf/Macroencuesta_2019_estudio_investigacion.pdf
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/menores_UCM.htm
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Situaciones de maltrato en parejas adoslescentes

Conocimiento de situaciones de violencia de género contra la madre 
por parte de hijos e hijas menores

Violencia en el hogar

“¿Has conocido que tu madre viviera en la relación de pareja con un hombre las situaciones que se mencionan a 
continuación?”. Esta es una de las preguntas que también se les ha planteado a los y las adolescentes. El porcentaje total 
de menores de entre 14 y 18 años que ha respondido haber conocido (que no significa haber presenciado necesariamente, 
sino tener conocimiento de que ha ocurrido) alguna o varias de estas situaciones es del 24,7%. Es decir, 1 de cada 4 
adolescentes.

Las situaciones propuestas eran 12 en total, una violencia que habría sucedido “a menudo o muchas veces” o “alguna vez 
o más”. El 14,3% de los y las adolescentes afirma tener conocimiento de que su madre ha padecido violencia psicológica 
en su relación de pareja (en forma de insultos, ridiculizaciones y miedo); un 8,5% relata situaciones de control abusivo 
contra su progenitora; y el 7,7% ha sido testigo de agresiones físicas.

Acceso al Estudio completo: Menores y violencia de género

FUENTE: Delegación del Gobierno contra la Violencia de género/Newtral.

https://violenciagenero.igualdad.gob.es/violenciaEnCifras/estudios/investigaciones/2020/pdfs/Estudio_menores_final.pdf
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Hacen falta más medios y recursos en 
las oficinas de la Seguridad Social para 
resolver los problemas de las personas
UGT, reclama en el Consejo General de la Seguridad Social que el Ingreso 
Mínimo Vital “sea ya una realidad para 850.000 familias en nuestro país”

La Secretaria de Políticas Sociales, Empleo y Seguridad 
Social de UGT, Mari Carmen Barrera, ha denunciado “el 
caos y la falta de recursos en las oficinas de la Seguridad 
Social, que ha puesto en evidencia el colapso de gestión 
al que ha llegado el Sistema, dado que su capacidad de 
respuesta ha quedado muy por debajo de la demanda de 
la ciudadanía durante esta crisis”.

En este sentido, ha señalado que “aún no conocemos cuál 
es el proyecto del Gobierno respecto a la comprometida 
reestructuración de la organización de la Seguridad Social, 
y la pérdida de efectivos no repuestos durante las últimas décadas supera seis veces a los interinos que se pretenden 
incorporar. Los ciudadanos se desesperan intentando conseguir una cita previa para ser atendidos en la Seguridad 
Social, con el único objeto de poder dar el servicio que merecen en unas condiciones dignas, y evitar el conflicto social 
que se avecina”. 

Por ello, ha reclamado al Gobierno que “se atienda nuestra reivindicación sobre la necesidad de dotar de más medios y 
más personal al Instituto Nacional de Seguridad Social (INSS). Hay que hacer todo lo posible para no solo dotarnos de un 
servicio público más eficaz y ágil sino también conseguir que la presión sobre los trabajadores y trabajadoras del INSS se 
reduzca, ya que sus condiciones de trabajo en estos momentos son extremadamente complejas por la falta de medios”.

Mari Carmen Barrera realizó estas declaraciones durante su intervención en el Consejo General de la Seguridad Social, 
en el que ha estado acompañada del coordinador estatal de FeSP-UGT de Seguridad Social, Martín Lanzas, donde ha 
reclamado más efectivos para que el Ingreso Mínimo Vital (IMV) sea “ya una realidad para 850.000 familias en nuestro 
país. Se tiene que pagar ya a estas familias, tiene que llegar ya a las personas porque es un ingreso vital”. 

“Es imprescindible también que se trabaje en coordinación estrecha con todos los agentes implicados para conseguir la 
inclusión social y laboral de las personas beneficiarias”, ha considerado. “Es necesario poner en marcha de inmediato el 
Consejo del IMV. Igualmente creemos que hay que trabajar en la mejora permanente de la nueva prestación, algo para 
lo que UGT cree fundamental la puesta en marcha de una mesa de diálogo social para mejora del IMV”. 

Para Barrera, “son positivas algunas de las modificaciones que se han realizado en los procedimientos, requisitos y 
gestión de esta prestación, como la extensión a seis meses de la presentación del plazo para que se entienda denegada 
una solicitud no contestada, ampliando el período de admisión de solicitudes a diciembre y manteniendo a fecha de 1 
junio la retroactividad para el percibo de la prestación una vez aprobada, algo que ya habíamos reclamado desde UGT”.

Asegurar la viabilidad de las pensiones presentes y futuras

Durante su intervención, la Secretaria de Políticas Sociales, Empleo y Seguridad Social de UGT reclamó “un acuerdo 
satisfactorio en la Comisión del Pacto de Toledo para el equilibrio financiero de la Seguridad Social y para garantizar las 
pensiones presentes y futuras”.
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Para ello, exigió “actualizarlas al IPC como mínimo, derogando la totalidad de la reforma de las pensiones del 2013, que 
incluía el índice de revalorización y el factor de sostenibilidad; además de considerar una subida mucho mayor para las 
pensiones mínimas, que siguen siendo muy reducidas en nuestro país”. 

Por ello, demandó que “convoquen la mesa de diálogo social cuanto antes. Y no solo para el diálogo social en materia de 
pensiones, muchas otras cuestiones de la Seguridad Social deberían ser tratadas en el seno de un diálogo que, hoy por 
hoy, no existe. Solo así se pueden producir las más eficaces y agiles soluciones para las personas trabajadoras y todo el 
abanico de sus situaciones a proteger”.

FUENTE: UGT.

María Luisa Segoviano

Primera mujer en ocupar una presidencia 
de sala en el Tribunal Supremo

La magistrada María Luisa Segoviano ha sido elegida como presidenta de 
la Sala Cuarta del Tribunal Supremo. Se trata la primera mujer que accede 
a la presidencia de una Sala del alto tribunal en los más de 200 años de 
historia de este órgano y ha sido designada por 19 votos a favor y dos en 
blanco.

La elección se ha producido este miércoles en el pleno del Consejo General 
del Poder Judicial (CGPJ) a pesar de los avisos del Gobierno de que no 
es aconsejable realizar estos nombramientos. El Ejecutivo alega que el 
máximo órgano de los jueces permanece con el mandato caducado desde 
hace casi dos años por la negativa del PP, y desde Unidas Podemos ya han 
advertido que podrían llevar al TC esos nombramientos

La designación de Segoviano supone que, a partir de ahora, la Sala de 
Gobierno del alto tribunal contará con dos mujeres entre sus integrantes: la 
presidenta de la Sala Cuarta y la magistrada de la Sala Segunda Susana 

En otro orden de cosas, Mari Carmen Barrera recordó “el riesgo que supone la utilización de “normas ómnibus” en las 
que se mezclan diferentes materias que afectan a la protección de los trabajadores, como por ejemplo la no convalidación 
del RD Ley 27/2020, del 4 de Agosto, de medidas financieras de carácter extraordinario y urgente aplicables a entidades 
locales, que incluía dos medidas relacionadas con la protección social de los trabajadores por COVID19; o las medidas 
para las personas que se encuentran en aislamiento, incluidas en el RD Ley 28/2020 sobre trabajo a distancia”. 

En este sentido, ha denunciado “la falta de comunicación con el Ministerio para que estas medidas se nos consulten 
previamente”.

Además, reclamó que se “atienda  la reivindicación sobre las trabajadoras que percibían la prestación por embarazo o 
lactancia y que estaban incluidas en ERTE; y también resolver el problema de los trabajadores y trabajadoras que se 
han tenido que incorporar a sus puestos de trabajo, sin disponer de todas las garantías para preservar su salud frente al 
COVID-19, pues como es más que evidente, aunque no hay estado de alarma, la pandemia está cobrando nuevamente 
mucha fuerza, en la prevista segunda ola, para la que esperamos que se tenga ya una previsión sobre nueva protección 
a estos trabajadores y trabajadoras”.

No utilizar normas ómnibus en las que se mezclan medidas de protección social
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Polo García, que obtuvo un puesto en las últimas elecciones a este órgano, celebradas el 26 de noviembre de 2019.

Su elección para presidir la Sala Cuarta ha servido al CGPJ para mostrar que su plan de igualdad en la carrera judicial 
va dando frutos. Ese plan que pretende incrementar la presencia de mujeres en la alta responsabilidad judicial, ya ha 
permitido que el Tribunal Supremo cuente en la actualidad con 16 magistradas, nueve de ellas nombradas durante el 
presente mandato del CGPJ, que desde la constitución de este órgano en 1980 es el que más mujeres ha designado para 
el alto tribunal, aseguran desde el órgano presidido por Carlos Lesmes.

Segoviano presidirá la Sala de lo Social, una rama en la que tiene sobrada experiencia. De hecho, desde el pasado mes 
de junio, como consecuencia de la jubilación de Jesús Gullón, ya ejercía como presidenta en funciones de esta sala. 
Además, su relación con la jurisdicción laboral comenzó en 1974, antes de su ingreso en la carrera judicial. Tras aprobar 
la oposición como secretaria de Magistratura de Trabajo, ejerció como tal en Barcelona, Palencia y Valladolid desde 1974 
hasta 1987.

Su primer destino como juez, tras ingresar en la judicatura en 1987, fue el juzgado de primera Instancia e instrucción 
número 1 de Bilbao. Dos años después fue destinada al juzgado de lo social número 1 de Valladolid, donde permaneció 
hasta 1996, año en el que fue nombrada presidenta de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León. Ejerció dicho cargo hasta su nombramiento, en 2006, como magistrada de la Sala Cuarta del Supremo.

Entre sus sentencias más conocidas destaca la que, como ponente, el Supremo estableció a principios de año que el 
tiempo invertido por las mujeres españolas en los Servicios Sociales obligatorios de la Sección Femenina, introducidos 
por el franquismo en 1937 y eliminados en 1978, debía contar para la jubilación anticipada como sucede con el servicio 
militar en el caso de los hombres. También ha sido responsable de casos particulares como el que rechazó quitar el paro 
a una trabajadora que cobró el importe total de un plan de pensiones, o el que devolvió el paro a una mujer que se quedó 
sin subsidio por no comunicar la comisión de venta de una Thermomix.

Además, la magistrada ha participado en numerosos foros relacionados con la igualdad de género en el ámbito 
profesional, donde ha manifestado que la igualdad efectiva pasa, entre otros aspectos, por favorecer la conciliación de 
la vida personal, laboral y familiar, y la adopción de medidas “sociales” como las guarderías infantiles o las ayudas a las 
familias.

Segoviano es autora de obras como ‘Derecho Social de la Unión Europea’, ‘Principios esenciales de Derecho del Trabajo’, 
‘El principio de igualdad de trato en materia salarial en el ámbito de las Administraciones Públicas’, ‘La responsabilidad 
en la Seguridad Social’ o ‘Igualdad en el mundo del trabajo y en la empresa’, y ha publicado también numerosos artículos 
doctrinales.

También ha participado activamente en actividades formativas del CGPJ y es vocal de la Junta Electoral Central (JEC), 
cargo para el que fue designada el pasado mes de febrero y que también ejerció entre 2012 y 2017.

Es presidenta de la Academia de Legislación y Jurisprudencia de Valladolid desde 2016, académica de honor de la 
Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España desde 2018 y académica honoraria de la Academia de 
Jurisprudencia y Legislación de Extremadura desde 2019.

El Tribunal Supremo cuenta en la actualidad con 16 magistradas, nueve de ellas 
nombradas durante el presente mandato del CGPJ

Perspectiva de género en el ámbito laboral

FUENTE: La Vanguardia.
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Un tribunal concede a una trabajadora 
el cambio horario solicitado tras aplicar 
la “perspectiva de infancia”
Una pionera sentencia del TSJ de Canarias establece que al estudiar una 
petición de conciliación no solo deben ponderarse los intereses del empleado 
y la empresa, también el “interés superior del menor”

El Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de 
Canarias ha dictado una 
novedosa sentencia que, 
de consolidarse como 
doctrina, podría suponer 
un importante refuerzo 
para los derechos de 
conciliación de muchos 
trabajadores y trabajadoras 
con hijos pequeños. La 
resolución establece que, 
cuando un empleado 
plantea a su compañía 
una adaptación de jornada, 
no solo deben tenerse en 
cuenta las necesidades personales del solicitante y las 
circunstancias organizativas de la empresa, sino también 
el “interés superior del menor”. Un principio consagrado 
en el ordenamiento jurídico cuyo objetivo es “garantizar el 
disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos 
por la Convención [Internacional sobre los Derechos del 
niño] y el desarrollo holístico del niño”, explica el tribunal. 
De este modo, la petición se vería fortalecida y exigiría por 
parte de la compañía una mayor carga justificativa para 
poder denegarla legítimamente. 

En el caso enjuiciado se analiza la petición de una trabajadora 
de un hotel, con categoría de segunda gobernanta, que 
solicitó a la dirección del mismo una adaptación horaria 
consistente en fijar sus libranzas semanales en el sábado 
y el domingo. Sus días de descanso, hasta ese momento, 
eran los jueves y los viernes.

Según se explica en los hechos probados, la demandante, 
madre de dos hijos, había solicitado previamente una 

reducción de jornada para 
su cuidado. La respuesta 
de la compañía fue acceder 
a rebajar sus horas de 
trabajo, pero no concederle 
la concreción horaria que 
planteaba, que incluía 
librar los fines de semana. 
La razón, según alegó la 
empresa, era que la primera 
gobernanta no trabajaba 
sábados y domingos y, 
como ella era la sustituta, 
no podía ausentarse esos 
días. Esta petición ya fue 
objeto de impugnación 

judicial por parte de la afectada, sin que lograra que los 
tribunales le dieran la razón.

Meses después, la trabajadora volvió a plantear una 
solicitud de adaptación horaria, pero sin reducción de 
jornada. Se apoyó en el artículo 34.8 del Estatuto de los 
Trabajadores (ET), reformado en 2019 y que introduce 
lo que se ha bautizado como jornada a la carta. Dicho 
precepto exige que, tras recibir una petición de cambio 
en la distribución o la duración de la jornada, la empresa 
debe abrir un periodo de negociación de 30 días con el 
trabajador. En caso de que no acepte su propuesta, estará 
obligada a plantear alternativas. Y si finalmente la rechaza, 
deberá justificar con datos objetivos su decisión.

La solicitud de la trabajadora fue nuevamente denegada, 
respuesta que la afectada impugnó. El juzgado de primera 
instancia de Las Palmas de Gran Canarias que examinó el 
caso rechazó la demanda.

https://elpais.com/economia/2020/09/22/mis_derechos/1600779366_645065.html
https://elpais.com/economia/2020/09/22/mis_derechos/1600779366_645065.html
https://elpais.com/economia/2020/09/22/mis_derechos/1600779366_645065.html


Federación de Empleadas y Empleados
de Servicios Públicos de UGT Madrid.

15

Adaptación horaria e indemnización

Perspectiva de género y de la infancia

Sin embargo, la sentencia del TSJ, dictada el pasado 1 
de septiembre y de la que ha sido ponente la magistrada 
Gloria Poyatos (conocida por impulsar la introducción de 
una visión feminista en sus resoluciones y, en general, en 
el cojunto de la judicatura), acepta el recurso planteado por 
la trabajadora y le concede la adaptación horaria solicitada.

La resolución reconoce que la empresa respetó el 
procedimiento exigido en el artículo 34.8 (es decir, llevó 
a cabo el periodo de negociación, ofreció propuestas 
alternativas y justificó la negativa), pero, tras aplicar la 
perspectiva de género y la perspectiva de la infancia, 
considera que “no ha quedado probada la causa organizativa 
que le impide avenirse a reconocer a la trabajadora su 
libranza semanal durante los fines de semana”.

Tras analizar la organización del trabajo expuesta por 
la dirección del hotel y las definiciones contenidas en el 
Acuerdo Laboral Estatal de la Hostelería, los magistrados 
concluyen que “las funciones de administración que 
corresponden a la categoría de gobernanta” que se llevan 
a cabo de lunes a viernes “no son necesarias los fines de 

semana”. Requiriéndose, únicamente, alguien que organice 
el trabajo de la limpieza de los pisos. Asimismo, apuntan a 
que cuando la demandante se ha encontrado en situación 
de incapacidad temporal, sus funciones los sábados y 
los domingos han sido asumidas por subgobernantas, 
circunstancia que “evidencia que las mismas disponen de 
la formación necesaria” para tal desempeño.

Por todo ello, concluye la sentencia, “no puede considerarse 
como razón objetiva, razonable y proporcionada, la causa 
organizativa esgrimida por la empresa”. Y, asimismo, pone 
de manifiesto que “la demandada (el hotel) puede y debe 
avenirse a la adaptación horaria solicitada por la actora (la 
empleada)”.

Además, la Sala condena al hotel a pagar una 
indemnización de 3.125 euros a la demandante por el daño 
moral producido por la “inquietud y afectación emocional” 
por tener que incorporarse a su puesto de trabajo “en unas 
condiciones insostenibles para poder compatibilizar la 
demanda de cuidados de su hijo y el desempeño de su 
trabajo”.

La sentencia es la segunda que aplica el concepto 
“perspectiva de la infancia”. A finales del año pasado, el 
mismo tribunal ya lo esgrimió para otorgar la prestación 
por riesgo durante la lactancia a una trabajadora, al tener 
en cuenta el impacto que tendría sobre el menor lactante 
verse privado de su derecho a la alimentación natural “en 
una fase vital esencial en su corta vida”, según apuntó la 
resolución, de la que también fue ponente Gloria Poyatos. 
La novedad de este caso es la aplicación de ese mismo 
concepto al ejercicio de los derechos de conciliación por 
parte de los empleados.

En la fundamentación del fallo dictado el 1 de septiembre, 
el TSJ explica que “existe otro impacto sobre I. (inicial del 
nombre del hijo de tres años), causante de la petición de 
adaptación horaria y que puede verse privado de su derecho 
a recibir el cuidado y atención familiar que requiere, en una 
fase esencial en su corta vida, en la que el niño necesita 
el contacto emocional derivado del vínculo afectivo que se 
establece con sus progenitores”.

¿Qué consecuencias tiene introducir esta perspectiva?

 Como la misma resolución se encarga de detallar, introduce 
en el análisis del caso un tercer elemento de ponderación. 
Junto al derecho a la conciliación laboral y familiar de la 
actora, y las causas organizativas de la empleadora, “el 
interés superior del niño causante del derecho laboral que 
se ejerce”.

El concepto “perspectiva de género” tiene mayor recorrido 
en la jurisprudencia. De hecho, fue aplicado por el propio 
Tribunal Supremo por primera vez en mayo de 2018. 
Con este término se pretende detectar y eliminar las 
situaciones de discriminación que sufren las mujeres. 
En el caso enjuiciado, el TSJ canario remarca que “el 
impacto desproporcionado de género que tienen los 
derechos vinculados a la conciliación familiar y laboral, nos 
lleva, como poder público, a integrar obligatoriamente la 
perspectiva de género en la interpretación y aplicación del 
derecho reclamado”.

Acceso ala sentencia del TSJ de Canarias.

https://elpais.com/economia/2019/04/17/mis_derechos/1555494043_594030.html
https://elpais.com/economia/2019/04/17/mis_derechos/1555494043_594030.html
https://cincodias.elpais.com/cincodias/2020/01/21/legal/1579622016_101204.html
https://cincodias.elpais.com/cincodias/2020/01/21/legal/1579622016_101204.html
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp?org=ap-tsj&comunidad=05
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Igualdad salarial
A nivel mundial, la brecha salarial de género es del 16 por ciento, lo que 
significa que las trabajadoras ganan en promedio el 84 por ciento de lo que 
ganan los hombres. En el caso de las mujeres de color, las inmigrantes y las 
mujeres madres, la diferencia es incluso mayor.

Estas discrepancias salariales se suman y tienen consecuencias negativas diarias y reales para las mujeres y sus 
familias. La crisis exacerba aún más los efectos adversos. Se estima que los efectos generalizados de la COVID-19 
podrían empujar a 96 millones de personas a la pobreza extrema para el año 2021, lo que llevaría a 435 millones el 
número de mujeres y niñas que viven con USD 1,90 por día.

En el primer Día Internacional de la Igualdad Salarial, el 18 de septiembre, se analiza con más detalle la brecha salarial 
de género y lo que se puede hacer para cerrarla.

¿Qué queremos decir con igualdad salarial por un trabajo de igual valor?

La igualdad salarial quiere decir que todos los trabajadores y las trabajadoras tienen el derecho a recibir igual remuneración 
por trabajo de igual valor. Aunque el concepto es sencillo, lo que la igualdad salarial implica en realidad y cómo se aplica 
en la práctica ha resultado ser difícil. 

“Trabajo de igual valor” puede significar un trabajo que es igual o similar, además de un trabajo que no es igual pero 
tiene el mismo valor. Esta distinción es importante porque los trabajos de las mujeres y de los hombres pueden implicar 
diferentes tipos de cualificaciones, capacidades, responsabilidades o condiciones laborales, y sin embargo ser del mismo 
valor y, por consiguiente, merecer el mismo salario.

Chidi King, directora del Departamento de Igualdad de la Confederación Sindical Internacional, y miembro de la iniciativa 
Equal Pay Champions de la OIT y ONU Mujeres, da el ejemplo de que un trabajo en el sector de la construcción, 
dominado por los hombres, puede tener el mismo o similar valor objetivo que un trabajo en el sector del cuidado infantil, 
dominado por las mujeres. Sin embargo, el trabajo en el cuidado infantil probablemente tenga un salario más bajo.

https://www.unwomen.org/en/digital-library/publications/2020/03/womens-rights-in-review
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En el mes de julio de este año, Nueva Zelanda aprobó el proyecto de ley de enmienda de igualdad salarial, aunque las 
leyes existentes garantizaban que las mujeres y los hombres recibieran el mismo salario por el mismo trabajo. La nueva 
ley asegura que las mujeres y los hombres reciban el mismo salario por trabajos que son distintos, pero tienen el mismo 
valor, incluyendo en las crónicamente mal pagadas industrias dominadas por las mujeres.

“Remuneración” implica mucho más que un sueldo básico, significa todos los elementos de los ingresos. Además del 
sueldo, las formas de remuneración incluyen el pago de horas extras, bonificaciones, asignaciones para gastos de viaje, 
acciones en las empresas, seguros y otros beneficios. Un sueldo básico generalmente sólo es una pequeña parte de la 
compensación total de un trabajador, por lo que es importante incluir todas las formas de pago en la ecuación.

¿Por qué persiste la brecha salarial de género?

¿Por qué la igualdad salarial es un tema urgente ahora?

La brecha salarial de género está arraigada en desigualdades sistémicas. Las mujeres, y las mujeres migrantes en 
particular, están excesivamente representadas en el sector informal en todo el mundo. Mire a su alrededor: quiénes se 
dedican a la venta callejera, quienes integran el grueso del personal doméstico, del personal de las cafeterías y quiénes 
se dedican a la agricultura de subsistencia, por lo general son mujeres. Están en trabajos informales que muchas veces 
están fuera del alcance de las leyes laborales, y quedan atrapadas en ambientes laborales con salarios bajos e inseguros, 
sin beneficios sociales. Estas malas condiciones para las mujeres trabajadoras perpetúan la brecha salarial de género.

Además de la excesiva representación en empleos vulnerables e informales, las mujeres realizan tres veces más 
cuidados y trabajos domésticos que los hombres, a nivel global. Esto incluye tareas domésticas como cocinar, limpiar, ir 
a buscar leña y agua y cuidar de los niños y las niñas y de las personas ancianas. Aunque el trabajo de cuidar de otros es 
fundamental para que las familias, comunidades y economías prosperen, continúa siendo subestimado y no debidamente 
reconocido. Intente calcular su carga diaria con la calculadora de trabajo no remunerado de ONU Mujeres.

La desventaja por la maternidad es otro motivo de la desigualdad salarial. En promedio, a las madres trabajadoras se 
les paga menos que a las mujeres que no son madres, y la disparidad aumenta a medida que aumenta el número de 
hijas o hijos que tiene una mujer. El hecho de que las madres tengan sueldos más bajos puede estar relacionado con 
un horario de trabajo reducido, con estar empleadas en trabajos mejor adaptados a la vida familiar que tienden a tener 
salarios más bajos, con decisiones de contratación y ascensos que perjudican las carreras de las madres, y con una falta 
de programas que apoyen el regreso al trabajo de las mujeres después de haber pasado un tiempo fuera del mercado 
laboral.

Los efectos duraderos de los restrictivos roles de género tradicionales también son responsables de crear y preservar las 
desigualdades salariales. Los estereotipos de género alejan a las mujeres de las ocupaciones que tradicionalmente han 
sido dominadas por los hombres y las empujan hacia los trabajos relacionados con el cuidado, que generalmente son 
considerados “no cualificados” o de “habilidades blandas”.

Además, las decisiones de ascensos y las prácticas de contratación discriminatorias que impiden que las mujeres 
obtengan roles de liderazgo y puestos con salarios altos mantienen la brecha salarial de género. “No se trata solamente 
de la brecha salarial, también está la brecha de oportunidades, y tan sólo el ser vista como igual es un desafío”, explica 
Abby Wambach, icono deportivo y dos veces medalla de oro olímpica y campeona del mundial femenino de la FIFA. 
Después de retirarse del fútbol, Wambach se dio cuenta de que había marcado más goles que cualquier hombre, pero 
recibió un salario mucho más bajo. “Si crees que te tratan injustamente, no te quedes esperando por miedo a agitar las 
aguas. Es más: haz que se mueva el agua”, dice.

La igualdad salarial importa porque es una injusticia flagrante y somete a millones de mujeres y familias a vidas de 
pobreza arraigada y brechas de oportunidades.

https://interactive.unwomen.org/multimedia/explainer/unpaidcare/en/index.html
https://www.equalpayinternationalcoalition.org/wp-content/uploads/2018/08/wcms_371804.pdf
https://www.unwomen.org/en/news/stories/2016/7/from-where-i-stand-abby-wambach


Federación de Empleadas y Empleados
de Servicios Públicos de UGT Madrid.

18

¿Qué deberíamos hacer?

¿Qué dicen los datos sobre la igualdad salarial en el mundo?

A medida que los Gobiernos van dando forma a políticas para lidiar con las repercusiones de la crisis global de la COVID-19, 
es urgente que pongamos a las mujeres trabajadoras en igualdad de condiciones que los hombres trabajadores. Las 
mujeres conforman la mayoría de la fuerza laboral en la primera línea de la pandemia. Están proporcionando servicios 
de cuidados y de salud esenciales y, en consecuencia, se enfrentan a una gran cantidad de riesgos y estrés adicionales. 
Además, se han perdido 305 millones de puestos de trabajo a tiempo completo desde el comienzo de la pandemia, y, 
a diferencia de muchas otras crisis económicas anteriores, en las que las pérdidas de puestos de trabajo generalmente 
fueron mayores en las industrias dominadas por los hombres, esta crisis está afectando los trabajos de las mujeres por 
lo menos al igual que los de los hombres, si no más.

A medida que más mujeres se enfrentan a dificultades económicas debido a la COVID-19, la lucha por la igualdad 
salarial cobra una nueva urgencia porque quienes ganan menos son quienes más daños sufren por la discrepancia en los 
ingresos. En los Estados Unidos, las mujeres negras ganan sólo 62 centavos, las mujeres indígenas 57 centavos, y las 
latinas 54 centavos por cada dólar que ganan los hombres blancos. Cuando el dinero es escaso, los salarios reducidos 
pueden impedir que las mujeres y las familias puedan poner comida en la mesa, encontrar viviendas seguras y acceder 
a atención médica crítica y educación: impactos que pueden perpetuar ciclos de pobreza por generaciones.

La desigualdad salarial es un problema persistente y universal. A pesar del importante progreso en la educación de 
las mujeres y de tasas de participación más altas de las mujeres en el mercado laboral en muchos países, el cierre de 
la brecha salarial de género avanza muy lentamente. A este ritmo, llevará 257 años alcanzar la paridad económica de 
género.

El salario promedio de las mujeres trabajadoras es 
generalmente más bajo que el de los hombres en todos 
los países y para todos los niveles de educación y grupos 
etarios. Quizás las mujeres en las industrias dominadas 
por los hombres ganen más que aquellas en las industrias 
dominadas por las mujeres, pero la brecha salarial de 
género persiste en todos los sectores.

Aunque los cálculos aproximados sobre la brecha 
salarial de género pueden variar considerablemente en 
las distintas regiones e incluso dentro de los países, los 
países de ingresos altos tienden a tener niveles menores 
de desigualdad de sueldo, en comparación con los países 
de ingresos bajos y medios. Sin embargo, los cálculos 
aproximados sobre la brecha salarial de género subestiman 
el alcance real del problema, particularmente en los 
países en desarrollo, debido a una falta de información 
sobre las economías informales. Estas están compuestas 
desproporcionadamente por mujeres trabajadoras, por lo 
que el panorama completo probablemente sea peor de lo 
que nos muestran los datos disponibles.

Haga clic aquí para explorar los datos sobre la brecha 
salarial de género por país de la Organización Internacional 
del Trabajo.

https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_743036/lang--en/index.htm
https://www.weforum.org/reports/gender-gap-2020-report-100-years-pay-equality&text=There%20is%20no%20country%20where,it%20is%20still%202%3A1.#:~:text=Globally%2C%20gender%20parity%20stands%20at,40%25%20of%20the%20gender%20gap.
https://www.ilo.org/global/publications/WCMS_216695/lang--en/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/maps-and-charts/enhanced/WCMS_650829/lang--en/index.htm
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Mujeres asesinadas por violencia de género

TOTAL, MUJERES VÍCTIMAS MORTALES 2003 - 2020: 1.068.
 LOS MENORES ASESINADOS DESDE 2013: 37.

35

17 Huérfanos menores

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

La última actualización se corresponde con la confirmación de dos casos por violencia de género: - El 
correspondiente a la mujer de 29 años de edad asesinada presuntamente por su pareja sentimental el pasado 
20 de agosto en Santander y cuyo cadáver fue encontrado el pasado 17 de septiembre. La víctima tenía dos 
hijos menores de edad. - El correspondiente a la mujer de 26 años de edad asesinada presuntamente por su 
pareja sentimental el pasado 24 de septiembre en Valencia. La víctima no tenía ni hijas ni hijos menores de 
edad. En ningún caso existían denuncias previas por violencia de género

La última actualización se corresponde con la confirmación del asesinato de dos hermanos menores de 
edad, de 10 y 17 años, asesinados junto a su madre presuntamente por su padre en la provincia de Jaén el 14 
de junio. No hay constancia de denuncias previas por violencia de género.

3 Menores víctimas mortales.

2 Casos en investigación a fecha 25 de septiembre en 2020.

Datos hasta el 30 de septiembre de 2020. FUENTE: Mº. de Igualdad (Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género). 

¿Qué hacer en adelante? Acciones para promover la igualdad salarial

Cerrar la brecha salarial de género requiere de un conjunto de medidas que promuevan el trabajo decente para todas 
las personas. Esto incluye medidas que promuevan la formalización de la economía informal y protejan jurídica y 
efectivamente a quienes trabajan de manera informal, y les empoderen para defender mejor sus intereses.

King, experta en igualdad salarial, dice que “una de las maneras más rápidas y efectivas de reducir las brechas salariales 
de género es a través de salarios mínimos (o pisos salariales) decentes y de la protección social universal”. Debido a que 
las mujeres están excesivamente representadas en los trabajos con salarios bajos, los salarios mínimos decentes y las 
protecciones sociales las beneficiarían más radicalmente.

King también afirma que la adopción generalizada de leyes de igualdad salarial proactivas, que requieran que los 
empleadores y las empleadoras examinen de manera periódica las prácticas de compensación, evalúen las brechas 
salariales de género y tomen medidas para eliminarlas, ayudarían a cerrar la brecha. La transparencia dentro de las 
empresas en lo que respecta a los criterios y las decisiones sobre salarios también pueden ayudar a impedir el sesgo de 
género.

Asegurar los derechos de la fuerza trabajadora a organizarse y a negociar colectivamente es parte importante de la solución. 
Es de crucial importancia que las mujeres estén involucradas en el liderazgo de los empleadores, las empleadoras y los 
sindicatos, posibilitando legislación que establezca marcos exhaustivos para la igualdad de género en el lugar de trabajo.

FUENTE: ONU-Mujeres.

https://www.unwomen.org/en/news/stories/2017/2/take-five-chidi-king-equal-pay

